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El período de tiempo tenido en consideración para elaborar este informe ha sido el transcurrido entre el 9 diciembre de 2009 y el 10 de marzo de 2010. 

I) NOVEDADES NORMATIVAS.-

2. Comunidades Autónomas.-

B) Cataluña.-

Se comienza con una breve mención a la Resolución 3820/2009, de 17 de diciembre, del Departamento de Justicia de la Generalitat de Cataluña, por la que se declara la adecuación a la legalidad de los Estatutos del Consejo de Colegios de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administración Local de esta Comunidad Autónoma y se acuerda su inscripción en el Registro de Colegios Profesionales del Gobierno Autonómico (DOGC nº 5550, de 21 de enero de 2010). En realidad, se trata de una modificación de dichos Estatutos para adaptarlos a la Ley catalana 7/2006, de 31 de mayo, sobre ejercicio de profesiones tituladas y colegios profesionales que, en su artículo 46.3, exige la remisión de los mismos a la Generalidad para que califique su adecuación a la legalidad, disponga su inscripción en el Registro de Colegios Profesionales y ordene su publicación en el DOGC, entrando en vigor a partir de entonces. Esta modificación estatutaria respeta, a juicio de la Administración autonómica, el contenido mínimo que establece el articulo 47 de la Ley 7/2006 –contienen su denominación, profesión correspondiente y ámbito territorial, domicilio, finalidades, funciones y actividades, requisitos a cumplir para adquirir la condición de colegiado, denominación, régimen de convocatoria, constitución, composición y funcionamiento del órgano de gobierno, forma de designación, destitución y renovación de sus miembros y duración de su mandato, denominación, régimen de convocatoria y constitución, composición y funcionamiento del órgano plenario, régimen de deliberación y adopción de acuerdos de los órganos colegiados y procedimiento de aprobación de actas, derechos y obligaciones de las personas colegiadas, régimen disciplinario por razón del ejercicio profesional y del incumplimiento de deberes colegiales, recursos de los colegiados ante las resoluciones del colegio, procedimiento y requisitos para la modificación de los estatutos, fusión y segregación, régimen económico, causas y procedimiento de disolución y régimen de liquidación–, por lo que se procede a dichas declaración e inscripción.

Cabe reseñar también la Resolución 154/2010, de 25 de enero, del Departamento de Interior, Relaciones Institucionales y Participación por la que se da publicidad al protocolo que establece los criterios orientadores de evaluación para la valoración de las condiciones psicológicas para el uso de armas de fuego de los miembros de los cuerpos de policía local de Cataluña (DOGC nº 5557, de 1 de febrero). Este protocolo ha sido elaborado por el Instituto de Seguridad Pública de Cataluña en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 4.c de su Ley de creación (Ley 10/2007, de 30 de julio, ya referida en un informe anterior de este mismo Seminario: “corresponde al Instituto estudiar, identificar y definir protocolos de evaluación para llevar arma de fuego, coordinar su aplicación y evaluar las condiciones psicológicas que han de cumplir los miembros de los cuerpos de policía de Cataluña para llevar dichas armas”), como modo de homogeneizar el desarrollo del control bianual de dichas condiciones y de evitar diversidad de criterios y parámetros de evaluación entre los distintos evaluadores singulares, en muchos casos profesionales privados. Se identifican así los ámbitos de exploración (perfil de personalidad, estado psicológico, contexto personal, social y laboral, variables psicofísicas o de rendimiento motriz, pruebas psicotécnicas, cronométricas, entrevista personal…), la valoración de la aptitud mediante la integración de la información –que deberá ser motivada en los casos de no aptitud–, los criterios para la retirada del arma de fuego, el contenido del informe que ha de remitirse al Ayuntamiento y el plazo del policía declarado no apto para pedir una nueva evaluación. En todo caso, se señala al Instituto como centro de referencia en la aplicación del protocolo, en cuanto a dudas sobre metodología, criterios de denegación y pautas de actuación. 

E) Asturias.-

Mediante Decreto 146/2009, de 23 de diciembre, se ha aprobado el Reglamento de organización y funcionamiento interno de la Comisión de Coordinación de las Policías Locales del Principado de Asturias (BOPA nº 300, de 30 de diciembre), máximo órgano deliberante y de participación en materia de coordinación de policías locales en el que están representadas de forma paritaria Comunidad Autónoma y entidades locales, además de representantes de las organizaciones sindicales más representativas dentro del ámbito de los funcionarios públicos de la Administración local del Principado. Su régimen de organización y funcionamiento no difiere del común de los órganos colegiados, existiendo de hecho en el Reglamento una remisión a la legislación en la materia en lo no regulado por su texto y por la Ley de Coordinación de las Policías locales a la que desarrolla. Así, el Decreto identifica la naturaleza y funciones de la Comisión y de cada uno de sus órganos, y señala su composición, añadiendo referencias al nombramiento y pérdida de la condición de miembro de la misma, y regulación sobre su constitución, régimen de funcionamiento y sistema de adopción de acuerdos que, como regla general requerirá mayoría simple. No contiene ninguna especificación destacable. 

M) Navarra.-

En el ámbito de la Comunidad Foral de Navarra se han aprobado dos normas con previsiones de aplicación a los empleados locales. Una de ellas es la Ley Foral 3/2010, de 23 de febrero, de modificación del Texto Refundido del Estatuto del Personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra en lo relativo al deber de residencia (BON nº 30, de 8 de marzo). Como recuerda esta Ley, el artículo 56.h de dicho Texto Refundido establece la obligación de los funcionarios en situación de servicio activo de residir en la localidad de su destino, salvo autorización expresa en contrario. Sin embargo, el legislador considera que esta exigencia carece hoy de sentido, considerando la actual distribución de la población, la nueva configuración de los espacios urbanos y los sistemas de transporte, y los hábitos de vida de la población laboral. Por esa razón, deroga el precepto indicado, sin perjuicio de que la naturaleza de las funciones y la disponibilidad exigible a determinados puestos de trabajo requieran dicha residencia efectiva. En estos casos, la Administración podrá exigir el deber de forma singular y justificada. De cualquier modo, la residencia de los funcionarios en una localidad distinta a la de su destino no les exime de la asistencia puntual al lugar de trabajo y del estricto cumplimiento de la jornada y de las funciones propias del cargo. Tampoco implicará compensación alguna por el desplazamiento al lugar del trabajo (nueva redacción del artículo 58 de Texto Refundido del Estatuto del Personal al servicio de las Administraciones Públicas de Navarra). 

La otra norma a mencionar es la Orden Foral 87/2010, de 5 de febrero, por la que se convocan ayudas dirigidas a fomentar las investigaciones relacionadas con las Administraciones Públicas de Navarra por el personal fijo a su servicio (BON nº 29, de 5 de marzo). Se trata en realidad de la convocatoria de un premio (de hecho la ayuda se nutre de la partida de los Presupuestos Generales de Navarra destinada a “premios a estudios e investigación”) que tiene como objeto gratificar la defensa en alguno de los centros universitarios navarros de tesis doctorales elaboradas por funcionarios o empleados laborales fijos de la Administración foral, cuyo objeto sean temas relacionados directamente con la Comunidad Foral, su organización o su actividad competencial. Las bases reguladoras se relacionan en la Orden, destacando entre ellas la cesión por el beneficiario de los derechos de primera publicación al Instituto Navarro de Administración Pública.

N) Extremadura.-

En lo que respecta a la Comunidad Autónoma de Extremadura, debe hacerse mención a la Orden de 22 de febrero de 2010, por la que se da publicidad a la convocatoria conjunta y a las bases comunes, específicas y de determinación autonómica por las que han de regirse los concursos ordinarios para la provisión de puestos de trabajo reservados a funcionarios con habilitación de carácter estatal (DOE nº 40, de 1 de marzo). Hay que recordar que la Disposición Transitoria Séptima del EBEP establece que, mientras no se aprueben las normas de desarrollo de la Disposición Adicional Segunda sobre el régimen jurídico de los funcionarios con habilitación de carácter estatal, continuarán en vigor las disposiciones que en la actualidad regulan la Escala de Funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, que se entenderán referidas a la Escala de Funcionarios con habilitación de carácter estatal. Y en lo que hace a la provisión de los puestos de trabajo reservados a estos funcionarios, la norma de referencia es el Real Decreto 1732/1994, de 29 de julio, que determina en su artículo 13 que será el Ministerio correspondiente, en coordinación con las Comunidades Autónomas, el que aprobará el modelo de convocatoria conjunta con determinación de las bases comunes de los concursos, siendo el Pleno de cada Corporación el que apruebe las bases de cada concurso, configuradas con arreglo a aquel modelo general. En estas bases se contendrán diversas indicaciones –clase a que pertenecen los puestos convocados, subescala y categoría a que están reservados, nivel de complemento de destino, composición del Tribunal calificador, etc–, incluidos en su caso el conocimiento de la lengua oficial propia en los términos previstos en la respectiva legislación autonómica y el baremo de méritos de valoración autonómica aprobados por la correspondiente Comunidad Autónoma. En este marco, mediante Orden de 8 de septiembre de 1994, el Ministerio de Administraciones Públicas aprobó el modelo de convocatoria conjunta y bases comunes por las que han de regirse los concursos ordinarios para provisión de puestos de trabajo reservados a funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional. 

Pues bien. Completando estas previsiones, la Orden extremeña que se menciona da publicidad a todo el conjunto de determinaciones que han de tenerse en cuenta en el desarrollo de los concursos ordinarios para proveer puestos de trabajo reservados a funcionarios de la Administración local con habilitación de carácter nacional vacantes en las Corporaciones locales de la Comunidad Autónoma de Extremadura que se relacionan en la norma, reflejándose la convocatoria conjunta y las bases comunes, específicas y de determinación autonómica por las que han de regirse dichos concursos. Quedan reflejados así, en detalle, los puestos, las reglas de participación, la documentación a presentar y el plazo para participar, la singularización de los méritos de determinación autonómica y su valoración, la determinación de los méritos específicos considerados en cada puesto de trabajo vacante, el contenido de la resolución, la coordinación y formalización de nombramientos, el plazo de toma de posesión, el cese y el sistema de recursos. 

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.-

2. Tribunal Supremo (TS).-

La STS de 18 de enero de 2010, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 4228/2006, confirma en casación la Sentencia del TSJ recurrida, que anuló diversos preceptos de un Acuerdo municipal regulador de las condiciones de trabajo del personal funcionario del Ayuntamiento por considerarlos contrarios al ordenamiento aplicable a este personal. Así, y tras recordar la doctrina del TS conforme a la cual los derechos reconocidos a los funcionarios públicos no tienen, a diferencia de lo que sucede con los de los trabajadores, carácter de mínimos mejorables, sino de condiciones legales o reglamentarias fijas no alterables por la negociación colectiva, pasa a considerar ilegales los siguientes artículos del citado Acuerdo plenario por las razones que se exponen: 

1- Artículo 8: encomendaba a la comisión de seguimiento la interpretación y el desarrollo de las normas que integran el Acuerdo, resolviendo cuantos aspectos conflictivos pudieran surgir en cuanto a su interpretación y aplicación. Sin embargo, el hoy derogado artículo 35 de la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las Administraciones públicas, aplicable no obstante al supuesto enjuiciado, sólo permitía a estos órganos funciones de mero seguimiento, nunca dictar normas reguladoras o arbitrar en los conflictos, lo que supondría un menoscabo de las competencias que corresponden en materia de personal al Alcalde, Pleno y Comisiones Municipales. El vigente artículo 38.5 EBEP se manifiesta en los mismos términos sobre estas comisiones. 

2- Artículo 11: al afectar a la duración mínima de la jornada de trabajo es nulo, dado que la misma ya está delimitada por la Ley (artículo 94 LBRL), sin que el Ayuntamiento pueda arrogarse la facultad de cambiarla. 

3- Artículo 13.3: estableciendo un premio por antigüedad (5 días de permiso o vacaciones al cumplir 25 años en el Ayuntamiento) se contradice la regulación sobre permisos y licencias contenida en el artículo 30 LMRFP y 48 EBEP, que no contemplan nada parecido. 

4- Artículo 15.4: el abono de un complemento en caso de enfermedad es ilegal por contravenir la Disposición Final 2ª LBRL (“los funcionarios públicos de la Administración local tendrán la misma protección social, en extensión e intensidad, que la que se dispense a los funcionarios públicos de la Administración del Estado y estará integrada en el sistema de Seguridad Social”) y la Disposición Adicional 4ª TRRL (“las Corporaciones locales no podrán en lo sucesivo conceder aportaciones, subvenciones o ayudas de cualquier género para fines de previsión de sus funcionarios. Serán nulos los créditos que se concedan con infracción de este precepto y su pago entregará las responsabilidades pertinentes”). Este tipo de percepciones complementarias y paralelas al sistema de Seguridad Social quedan al margen del poder dispositivo de los Ayuntamientos, al estar regulado el régimen de la Seguridad Social por normativa de rango legal estatal o autonómica. 

5- Artículo 16: regula por exceso la duración de los permisos por nacimiento o muerte o enfermedad grave de familiar y el permiso de traslado de residencia, por lo que resulta nulo al vulnerar el régimen de permisos y licencias establecido en la legislación estatal, careciendo el Ayuntamiento de competencia alguna para modificarlo.

6- Artículo 22.3: establece dos asignaciones económicas especiales añadidas a las pagas extraordinarias, lo que es contrario al ordenamiento jurídico. 

7- Artículo 31: la contratación de un seguro a cargo del Ayuntamiento supone una retribución en especie no contemplada en el régimen retributivo básico estatal. 

8- Artículos 49 y 52: los premios por jubilación anticipada, rendimiento y años de servicio infringen nuevamente la Disposición Final 2ª LBRL y la Disposición Adicional 4ª TRRL. 

9- Artículo 53.b: la conducta sobresaliente de un funcionario le da preferencia para ascender en turno de antigüedad, cuando se halle en idéntica situación que otros. La Sala considera que se trata de una innovación respecto del régimen de promoción interna establecido en el los apartados subsistentes del artículo LMRFP, sin que tenga el Ayuntamiento competencia para establecerlo. 

Se confirma, pues, la nulidad de este conjunto de preceptos, por los argumentos expuestos.

En particular sobre las retribuciones de los funcionarios locales se pronuncia la STS de 20 de enero de 2010, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 4473/2006, atendiendo a dos cuestiones diferenciables. Por un lado, la posibilidad de que el Ayuntamiento, mediante Acuerdo plenario, incremente los niveles de complemento de destino de determinados puestos de trabajo sin detraer paralelamente otros complementos retributivos. El TS, a diferencia de la Sentencia recurrida en casación, la admite, siempre que se realice dentro de los límites porcentuales que fija la legislación aplicable (Ley anual de Presupuestos y Disposición Final Única del Real Decreto 158/1996, por el que se modifica el Real Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el Régimen de las Retribuciones de los Funcionarios de Administración Local en lo relativo al complemento de destino: en el año en que se adoptó el acuerdo, las retribuciones íntegras del personal no podían suponer un incremento global superior al 2% respecto del año anterior, en términos de homogeneidad para los dos períodos de comparación, sin comparación de puestos de trabajo concretos), lo que no ha quedado demostrado que no suceda. Por otro lado, la Sentencia se pronuncia sobre la integración en el complemento específico de la cantidad asignada a cada funcionario en concepto de complemento de productividad, entendiendo que la misma supone desconocer la diferente naturaleza y significado de ambos (objetivo el primero, vinculado al puesto de trabajo que se desempeña; subjetivo el segundo, destinado a retribuir el especial rendimiento, actividad, interés e iniciativa del funcionario en el desempeño de las funciones inherentes a su puesto de trabajo), que desde luego impide la asignación lineal y generalizada del segundo a todos los funcionarios, lo que sucede con dicha actuación integradora. 

Finalmente se destaca la STS de 14 de diciembre de 2009, Sala de lo Social, recurso núm. 1654/2009, que contiene una interesante argumentación sobre la práctica de la estabilización del personal laboral temporal. Efectivamente, la Sala rechaza el recurso de casación para la unificación de la doctrina interpuesto por una empleada laboral del Ayuntamiento de Madrid que venía prestando servicios durante más de 10 años mediante contrato de interinidad por vacante y que, al amparo de un acuerdo sobre condiciones económicas y de empleo del personal laboral al servicio de dicho Ayuntamiento en relación con un Acuerdo de la Comisión Permanente de Consolidación, solicitó reconocimiento de carácter indefinido a su contrato; solicitud que fue estimada en un primer momento por Sentencia de un Juzgado de lo Social, posteriormente revocada por la Sala de lo Social del TSJ de Madrid. El TS rechaza nuevamente la pretensión aplicando la doctrina de la Sala sobre el alcance de las irregularidades en la contratación temporal de las Administraciones Públicas, y cómo las mismas no pueden concluir determinando la condición de fijeza porque eso supondría la vulneración de las normas con relevancia constitucional que garantizan los principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad en el acceso al empleo público, ya sea funcionario o laboral estable (artículos 23.2 y 103.3 CE). Todo lo contrario: la Administración está obligada a adoptar las medidas necesarias para una provisión regular del puesto de trabajo cubierto temporalmente, ya que otorgar la condición de fijo por el mero hecho de haber sido contratado por un tiempo vulnera las normas y principios de referencia. Por esa razón, desestima la pretensión de la actora, y a la alegación de que la Administración demandada ha actuado así en otras ocasiones, concluye que deberán impugnarse esas actuaciones por quienes hayan resultado perjudicados por las mismas, sin que quepa su generalización a otros supuestos en contra de la Constitución y las leyes. 

3. Tribunales Superiores de Justicia (TSJ).-

C) Galicia.-

La STSJ de Galicia de 9 de diciembre de 2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 212/2007, recuerda que la potestad de autoorganización de la Administración local le permite determinar las características de los puestos de trabajo que componen su estructura organizativa interna, modificando las existentes para acomodarlas a las circunstancias de su actividad y lograr mayor eficacia, sin que frente a ello se pueda oponer derecho adquirido alguno por parte de los empleados públicos. Frente a un cambio de régimen normativo el empleado público carece de un derecho jurídicamente protegido al mantenimiento de su régimen vigente, ostentando una simple expectativa de que se mantengan los derechos legalmente reconocidos al montante retributivo y al contenido de las funciones asignadas. Y ello todavía más restringidamente respecto al personal laboral, como sucede con la demandante en este caso. Por esta razón, su pretensiones de denominación en femenino del puesto de trabajo que ocupa, de encuadramiento del mismo en el Grupo I (asimilado al nivel A funcionarial) con asignación de los complementos propios de ésta, y de exigencia de titulación superior como propia del perfil y funciones del puesto son desestimadas por el Tribunal. La primera, por entender éste que la denominación genérica en masculino no implica vulneración del ordenamiento jurídico, al no implicar por si discriminación. La discriminación vendría dada si la sola mención al masculino entrañase favorecimiento del hombre frente a la mujer a la hora de cubrir el puesto (que es precisamente lo que prohíbe la LO 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de hombres y mujeres), lo que no sucede en este caso, ya que, de hecho, el puesto ha estado siempre cubierto por una mujer: la recurrente. La pretensión de encuadramiento del puesto en el Grupo I también es rechazada, reiterando la discrecionalidad de la Administración para organizar sus servicios de la manera que estime más conveniente para su mayor eficacia, y ofreciendo como argumento adicional la clasificación del mismo en el Grupo II en el convenio colectivo de la entidad local (en el que la recurrente participó como representante sindical), sin que nadie formulara alegaciones o planteara modificaciones al respecto, particularmente la actora. Y en lo que hace a la declaración de ilegalidad de la exigencia de diplomatura en gallego para ocupar el puesto y el subsiguiente reconocimiento como titulación vinculada de la licenciatura en filología gallega (la propia de la recurrente), la Sala entiende que las funciones asignadas al mismo no exigen aquella titulación superior, pues si bien se realizan funciones de traducción de textos al gallego, el Decreto 267/2002, de 13 de julio, por el que se regula la habilitación profesional para la traducción e interpretación jurada de otras lenguas al gallego y viceversa, sólo exige al efecto la superación de las pruebas que él mismo regula y título de diplomado, sin requerirse otro superior. En definitiva, no queda acreditada arbitrariedad alguna en la actuación de la Administración, encontrándonos en presencia de una manifestación de su potestad de autoorganización en aras a la mejor prestación del servicio público. 

Por su parte, la STSJ de la misma Comunidad de 16 de diciembre de 2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 516/2006, recuerda en términos muy claros la jurisprudencia sobre la negociación colectiva en el ámbito funcionarial, insistiendo en que este derecho no se atribuye en dicho ámbito de modo directo a los sindicatos –como ocurre en el laboral– sino que se deposita en órganos estables de creación legal (Mesas de Negociación), teniendo los acuerdos alcanzados en su seno fuerza vinculante en los casos y con los requisitos formales previstos en los artículos 31 y siguientes EBEP. La razón de esta diferencia radica en el componente estatutario que preside la relación de empleo público, y que implica que las condiciones básicas de trabajo de los funcionarios estén prefijadas unilateralmente sin que éstos puedan, a priori, reformar aspectos esenciales de su régimen estatutario a través de la negociación colectiva. Por supuesto, esto no obsta que el derecho a la negociación colectiva funcionarial esté incluido en el ámbito del derecho a la libertad sindical, y que los sindicatos participen, integrados en dichas Mesas, en el proceso de negociación en cuanto que parte esencial de su acción representativa, si bien las materias obligatoriamente sujetas a la misma serán sólo las determinadas en el artículo 37.1 EBEP. En concreto, y en lo que afecta al supuesto sobre el que se pronuncia la Sentencia, las referidas a la determinación, aplicación y alteraciones de las retribuciones de los funcionarios públicos y, en general, a la materia económica que afecte a las condiciones de trabajo de los funcionarios (apartados a, b y k). Por eso, la ausencia de negociación colectiva antes de la aprobación del presupuesto, plantilla y cuadro de personal de una entidad local, que afectaba a cuestiones como la oferta de empleo público, plantilla y RPT, y modificaciones de complemento de destino y específico determina la nulidad de pleno derecho del acuerdo administrativo por lesionar el contenido esencial del derecho de libertad sindical (artículo 62.1.a LRJPAC). 

También sobre la negociación colectiva y su alcance se pronuncia la STSJ del mismo tribunal y fecha, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 100/2009. En concreto, sobre la necesidad de haber abierto una Mesa de Negociación al objeto de aprobar las bases específicas reguladoras del procedimiento selectivo para la contratación laboral temporal de tres auxiliares administrativos, entendiendo el recurrente que el artículo 37.1.c EBEP lo exigía, al tratarse de normas que fijan criterios generales en materia de acceso, carrera, provisión, sistemas de clasificación de puestos de trabajo e instrumentos de planificación de recursos humanos. No comparte esta valoración el Tribunal, explicando que el precepto invocado más tiene que ver con el contenido de ofertas de empleo público y RPT que con bases de un concurso-oposición concreto, por lo que desestima ese motivo de apelación. Igualmente, el apelante planteaba también la irregularidad de la Base 6ª, en la que, al establecer cuál será el Tribunal calificador, integra dentro del mismo al Alcalde, a un Concejal y a un representante de los grupos de la oposición en la Corporación municipal, lo que a su juicio vulneraría lo dispuesto en el artículo 60.2 EBEP, que prohíbe que el personal de elección o de designación política forme parte de los órganos de selección. Contrariando la interpretación de la Sentencia apelada –que consideraba que ese personal en ningún caso comprende al Alcalde y Concejales, cargos políticos ocupados por miembros electos de la Corporación y no personal al servicio de la misma–, el TSJ de Galicia alude a lo dispuesto en el artículo 55 EBEP que, bajo la rúbrica de “Principios rectores”, obliga a las Administraciones Públicas a seleccionar a su personal mediante procedimientos que garanticen los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, sean transparentes, ágiles y objetivos y (apartado c) aseguren la imparcialidad y profesionalidad de los miembros de los órganos de selección. De ahí que se establezcan límites a su composición, como el anteriormente señalado, dentro del cual se encontrarían concernidos los miembros electos de la Corporación, que ni son imparciales respecto de la misma ni tienen el rasgo de profesionalidad entendido en términos materiales. 

Finalmente, dos breves menciones a dos pronunciamientos más. Por un lado, a la STSJ de la misma Comunidad de 16 de diciembre de 2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 124/2009, que anula la resolución dictada por la Presidencia de una Diputación Provincial por la que se adscribe provisionalmente a una funcionaria del Grupo C a un puesto en el que debe realizar las labores de coordinación propias de una Jefatura de Servicio reservada por RPT y catálogo a licenciados técnicos de Administración General del Grupo A. Ni por titulación ni por forma de acceso y proceso selectivo puede ocupar ese puesto, siquiera provisionalmente. Por otro, mención a la STSJ de 9 de diciembre de 2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 143/2009, que no considera probado que el cambio de destino de un policía local constituya en realidad una sanción encubierta, consecuencia del incidente acaecido entre el agente y otro funcionario municipal. La sala recuerda el derecho que asiste a la Administración demandada de cambiar en cualquier momento, por razones de conveniencia y oportunidad, las funciones concretas o el puesto de trabajo asignado. Y más en un ámbito como el de la seguridad encomendada a la policía local. 

Q) Castilla y León.-

También el TSJ de Castilla y León se pronuncia sobre la negociación colectiva en el ámbito de la Administración local en la Sentencia de 11 de diciembre de 2009, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 2613/2008, que vuelve a recordar su carácter necesario cuando se trate de una de las materias referidas en el artículo 37.1 EBEP, so pena de nulidad del acto municipal en el que se haya omitido este requisito. Sin duda, la aprobación definitiva del Presupuesto General, Plantilla y RPT de un Municipio se encuentra incluida en el ámbito material descrito, interesando a los aspectos económicos que afectan a las condiciones de trabajo de los empleados locales y al acceso, carrera, provisión, sistemas de clasificación de puestos, y planes e instrumentos de planificación de recursos humanos. Por esa razón, se declara nulo el acuerdo recurrido. 

Se menciona asimismo la Sentencia del mismo Tribunal de 18 de enero de 2010, Sala de lo Contencioso-Administrativo, recurso núm. 128/2009. En ella se confirma en apelación la Sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de Ávila por la que se anula el Decreto de Alcaldía por el que se acuerda cesar al recurrente en su condición de Jefe del Cuerpo de la Policía Local y nombrar Jefe Accidental a otra persona. La razón estriba en el modo en que empleado cesado fue designado, que no fue por el procedimiento de libre designación como sostenía la Administración apelante, sino como consecuencia de la excedencia obtenida por el candidato que fue seleccionado en primer lugar a causa de su incorporación a otra Administración y su acceso como ocupante del segundo puesto en el proceso selectivo. En ese acto de incorporación se le nombra con carácter accidental y, unos meses más tarde, con carácter interino. Estos hechos, que no son cuestionados en ningún momento por el Ayuntamiento recurrente, permiten colegir que no concurrió la relación de confianza propia de los nombramientos por libre designación sino que el puesto quedó vacante. Y por eso, hasta que el mismo no se cubra con arreglo a derecho, no es posible el cese del actor. Lo trascendental es, pues, a juicio de la Sala, lo que motivó el nombramiento del actor, abstracción hecha de las razones por las que ello se produjo, si quedó segundo, si se respetaron los principios de mérito y capacidad, si se observaron las exigencias procedimentales, etc –alegaciones éstas hechas por la Administración apelante–, dado que esto afectaría a otro acto (el del nombramiento) que no es objeto de revisión judicial. Y resulta claro que no fue nombrado por procedimiento de libre designación y que no son asumibles los alegatos de la Administración que parte falsamente del supuesto contrario. 
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